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Dictamen de la Procuración General:


La Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Azul -Sala Segunda- dictó sentencia confirmando el pronunciamiento de primera instancia que hizo lugar a la ineficacia concursal promovida por el síndico de la quiebra de "Carlos R. Azcona y Cía. S.A." respecto de la garantía hipotecaria constituída sobre los inmuebles matrículas 22.272/1 (006), 9.686 (006), 9.687 (006) y 9.689 (006), en favor del Nuevo Banco de Azul S.A. (posteriormente cedida al Nuevo Banco Industrial de Azul S.A.), declarando -consecuentemente- la inoponibilidad de la misma frente a los intereses concursales (fs. 105/116 vta.).


Contra dicho pronunciamiento se alza el representante legal del mencionado acreedor hipotecario, mediante recursos extraordinarios de inaplicabilidad de ley (fs. 121 vta./131) y nulidad (fs. 131/132).


Los abordaré por separado, alterando para su tratamiento -por obvias razones lógicas- el orden de su interposición.


RECURSO EXTRAORDINARIO DE NULIDAD.


Con sustento en el art. 171 de la Constitución de la provincia, alega el recurrente la "ausencia de motivación" que padece el pronunciamiento de la Cámara, lo que -a su juicio- "torna asimismo arbitraria la sentencia por falta de fundamentación suficiente", vinculándolo con la "motivación aparente" que "conduce a la real falta de fundamentación".


En mi opinión, este recurso no merece acogida.


Según tiene dicho V.E. en constante doctrina, la ausencia de fundamentación legal que habilita la nulidad de un fallo es la que deviene de una ausencia total de citas normativas (independientemente del acierto o error con que se las invoque), lo que no acontece en la especie.


De la simple lectura del decisorio se advierte la multiplicidad de sustento legal con que el mismo cuenta, lo que descalifica el intento impetrado (conf. S.C.B.A. Ac.53.550, sent. del 25/10/94; Ac.55.643, sent. del 12/9/95; Ac.58.607, sent. del 30/4/96; Ac.63.725, sent. del 30(9/97; Ac.61.601, sent. del 7/7/98; Ac.72.653, sent. del 29/11/00; e.o.).


Observo, en realidad, que bajo expresiones tales como "ausencia de motivación" o "motivación aparente" se exterioriza la discrepancia del quejoso con la decisión del a quo, encubriéndose la imputación de un supuesto error de juzgamiento -cual es el criterio de interpretación utilizado para la aplicación al caso del plazo de caducidad del art. 124 de la LCQ- que como tal resulta ajeno al remedio en examen y propio -de existir- del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (conf. S.C.B.A., Ac.72.238, sent. del 9/3/99; Ac.73.467, sent. del 15/12/99; Ac.76.126, sent. del 4/10/00; Ac.77.086, sent. del 21/7/01; Ac.77.444, sent. del 11/7/01; Ac.79.231, sent. del 31/10/01).


Finalmente diré que la lectura que hace el impugnante de la doctrina de V.E. sentada en Ac. 56.599 con la intención de que sea aplicada al sub lite, es -en mi opinión- equivocada ya que además de estar apoyada sobre un contexto fáctico diferente al presente, está construída sobre una forzada interpretación de lo allí sostenido, lo que no habilita sea aquí favorablemente atendido.


A todo evento, la pretensa falta de argumentación debe ser absoluta de modo que no permita la interposición del recurso de inaplicabilidad, circunstancia que no ha acontecido en el caso (conf. S.C.B.A. Ac.56.599, sent. del 23/2/99; Ac.73.275, sent. del 3/10/01).


RECURSO EXTRAORDINARIO DE INAPLICABILIDAD DE LEY.

Viene fundado en la violación de los arts. 118 inc. 3 y 124 de la ley 24.522; 993, 994 y 995 del Código de Comercio, con denuncia de absurdo.


Básicamente, se señalan los siguientes agravios:

1) Infracción del art. 124 porque el plazo de caducidad en él previsto se halla -a juicio del impugnante- vencido y que la decisión tomada por el sentenciante -por ende- es producto de una equivocación, señalando "que el error en la interpretación legal deviene en una inaplicación de la ley".

2) En el caso "no se verifican los presupuestos sustanciales para aplicar la sanción de inoponibilidad que establece el art. 118 inc. 3 de la LCQ". Denuncia el quejoso, en este aspecto, absurdo en la apreciación de la prueba y concretamente alega inaplicación de los arts. 993, 994 y 995 del Código de Comercio por parte de la Alzada al sostener la existencia de una deuda anterior con carácter quirografario.


En mi criterio, tampoco este recurso podría prosperar.


En efecto. Para resolver como lo hizo, la Cámara hechó mano a una interpretación dinámica y funcional de la previsión contenida en el art. 124, acorde con las particularidades suscitadas en este proceso concursal: sentencia de quiebra de fecha 26/8/93 (v. fs. 1); posterior homologación de acuerdo resolutorio fechada el 5/9/94 (v. fs. 32/44 vta.); solicitud de declaración del fallido de su propia quiebra en 13/9/95 (v. fs. 45/49 vta.); posterior declaración falencial con fecha 18/9/95 (v. fs. 50/52); solicitud de declaración de ineficacia presentada por el síndico el 25/3/98 (fs. 53) y resuelta favorablemente en primera instancia el 29/8/00 (v. fs. 64/68).


A mi ver el a quo -por oposición a la reprobable tarea de aferrarse a la literalidad y estricto análisis gramatical de la norma- acudió a la interpretación de los alcances de la disposición legal en cuestión a la luz de las señaladas circunstancias efectuando, a mi juicio, una exégesis del artículo en cuestión, haciéndose eco de la intención del legislador que nutre el sistema de las "ineficacias concursales de pleno derecho" cual es -claramente- la de preservar el "activo concursal" frente a ciertos actos realizados por el deudor en el período de sospecha (en el caso los contenidos en el inc. 2 del art. 118).


Hábil muestra de ello son los razonamientos desarrollados por el a quo quien ‑luego de analizar el efecto negativo de hacer cargar a los acreedores con la caducidad de una solicitud de ineficacia de pleno derecho que fue peticionada en término por la sindicatura siendo que las mismas pueden ser declaradas sin necesidad de acción o petición expresa y sin tramitación- concluyó en que "tampoco cabe juzgar que el sólo transcurso del plazo puede dar lugar a la caducidad del derecho en todos los casos y en forma automática".


Por lo dicho, y en esta inteligencia que patentiza la flexibilidad en el criterio interpretativo que utilizó la Alzada para resolver el caso, no tiene andamiento -a mi modo de ver- el agravio esgrimido por el recurrente en el primer apartado.


Respecto del segundo de los cuestionamientos efectuados, entiendo que determinar si en el caso concurrieron los presupuestos fácticos para la declaración de ineficacia solicitada ("Constitución de hipoteca o prenda o cualquier otra preferencia, respecto de obligación no vencida que originariamente no tenía esa garantía") es una cuestión de hecho ajena a la competencia revisora de esa Corte y por lo tanto exenta de censura en casación, salvo el excepcional supuesto de absurdo (conf. Ac.34.433, sent. del 22/10/85; Ac.54.249, sent. del 10/5/94; Ac.62.392, sent. del 24/9/96; Ac.65.435, sent. del 13/5/97; Ac.66.624, sent. del 17/6/97; Ac.77.923, sent. del 19/2/02).


Y si bien este vicio fue denunciado -aún superando la ausencia de cita del precepto legal que regula la tarea valorativa del juzgador de grado- opino que el escrito recursivo no contiene una crítica eficaz de los razonamientos desplegados por el sentenciante que logre demostrar la presencia del "error palmario, grave y manifiesto en la apreciación de los hechos y circunstancias de la causa" que lo caracteriza -art. 279 C.P.C.- (conf. S.C.B.A., Ac.48.970, sent. del 20/4/93; Ac.53.230, sent. del 13/6/95; Ac.54.434, sent. del 20/2/96; Ac.57.127, sent. del 6/5/97; Ac.80.070, sent. del 11/7/01; e.o.).


Tal como tiene dicho V.E., sólo cuando media "cabal demostración de su existencia" -aunque más que "demostrado" debe ser "mostrado", "puesto en evidencia"- (conf. Ac.52.963, sent. del 20/12/94; Ac.60.400, sent. del 10/3/98; Ac.63.691, sent. del 8/9/98; Ac.71.624, sent. del 15/3/00; Ac.72.769, sent. del 30/8/00; Ac.73.936, sent. del 19/2/02; Ac.74.035, sent. del 3/7/02) es que tiene andamiento favorable la pretendida revisión de hechos, lo que -a mi criterio- no acontece en el sub examine en el que el quejoso sólo evidencia su particular opinión acerca de cómo debieron ser entendidas las constancias obrantes en el proceso concursal para considerar favorablemente sus pretensiones (la existencia de una obligación ya vencida y que originariamente contaba con garantía hipotecaria), lo que torna insuficiente su queja (conf. Ac.67.772, sent. del 15/12/99; Ac.69.252, sent. del 15/12/99; Ac.71.302, sent. del 22/3/00; Ac.75.676, sent. del 19/2/02; Ac.74.035, sent. del 3/7/02; entre tantos otros) sellando la suerte adversa del remedio intentado.


Por todo lo expuesto, propicio se desestimen los recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad interpuestos (conf. arts. 298 y 289 del C.P.C.).


Tal es mi dictamen.


La Plata, 19 de septiembre de 2002 - Juan Angel De Oliveira
A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 11 de octubre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Roncoroni, Negri, Hitters, Genoud, de Lázzari, Soria, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 82.569, "Carlos R. Azcona y Cía. S.A. Quiebra. Incidente art. 250, C.P.C.C. -Nuevo Banco Industrial de Azul-".

A N T E C E D E N T E S


La Sala I de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Azul, confirmó la sentencia de fs. 64/68 que declaró la ineficacia concursal respecto de la garantía hipotecaria, constituida sobre los inmuebles que indica, en favor del Nuevo Banco Industrial de Azul S.A. y, en consecuencia declaró la inoponibilidad de las mismas a los intereses concursales. Con costas al vencido.


Se interpusieron, por el representante legal del acreedor hipotecario "Nuevo Banco Industrial de Azul S.A.", recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley.


Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S


1ª ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad?


    Caso negativo:


2ª ¿Lo es el de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


1. La Cámara a quo confirmó la sentencia de fs. 64/68 que declaró la ineficacia concursal respecto del derecho real de garantía hipotecaria, que fuera constituida sobre los inmuebles que indica, en favor del "Nuevo Banco Industrial de Azul S.A." y, en consecuencia, declaró la inoponibilidad de la misma a los acreedores concursales. Impuso las costas al vencido.


2. Contra este pronunciamiento el acreedor hipotecario dedujo recurso extraordinario de nulidad. Denuncia violación de los arts. 171 de la Constitución nacional y 124 de la ley 24.522.


3. Opino, como el señor Subprocurador General, que el recurso no puede prosperar.


a) En efecto, la lectura de la sentencia basta para juzgar la sinrazón del recurrente, toda vez que ella se encuentra fundada en el texto expreso de la ley (ver fs. 106/114).


Tiene dicho esta Corte, reiteradamente, que es ineficaz el recurso extraordinario de nulidad en que se alega falta de fundamentación legal y violación del art. 171 de la Constitución de la Provincia, si de la simple lectura de la sentencia se advierte que ella se encuentra fundada en derecho, más allá de si las normas citadas se corresponden o no con los planteos de la parte (conf. Ac. 50.575, sent. del 27-VII-1993; Ac. 54.130, sent. del 17-X-1995 en "Acuerdos y Sentencias", 1995-III-832; Ac. 59.651, sent. del 30-IV-1996; Ac. 62.583, sent. del 25-III-1997; Ac. 58.845, sent. del 24-II-1998; Ac. 65.547, sent. del 10-XI-1998 en "D.J.B.A.", 156-23; Ac. 55.828, sent. del 9-II-1999; Ac. 73.513, sent. del 29-II-2000; Ac. 75.497, sent. del 21-III-2001; Ac. 79.230, sent. del 19-II-2002).


El art. 171 de la Constitución local sanciona con la nulidad de la sentencia, no la correcta o incorrecta fundamentación de la decisión, sino la ausencia de sustento legal (conf. Ac. 33.695, sent. del 5-III-1985; Ac. 48.476, sent. del 16-VI-1992; Ac. 51.444, sent. del 21-IX-1993; Ac. 59.651, sent. del 30-IV-1996; Ac. 74.729, sent. del 21-XI-2001; Ac. 82.961, sent. del 11-IX-2002).


b) Por último, el supuesto error de juzgamiento que el recurrente cree descubrir en el fallo, en tanto que ha valorado como aplicable el art. 124 de la ley 24.522 declarando por no operada la caducidad, no es motivo para la nulidad, es decir, resulta materia ajena al remedio intentado y, en todo caso propio de otra vía impugnativa.


Es sabido que los supuestos errores de juzgamiento son tema ajeno al ámbito del medio de impugnación intentado y su reparación debe buscarse mediante el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (conf. Ac. 32.688, sent. del 27-IV-1984 en "D.J.B.A.", 127-281; Ac. 34.185, sent. del 2-VII-1985; Ac. 37.475, sent. del 9-VI-1987; Ac. 38.761, sent. del 9-VIII-1988; Ac. 42.419, sent. del 21-V-1991 en "Acuerdos y Sentencias", 1991-I-754; Ac. 44.424, sent. del 23-IV-1992; Ac. 53.175, sent. del 1-III-1994; Ac. 62.392, sent. del 24-IX-1996; Ac. 66.633, sent. del 18-XI-1997; Ac. 71.889, sent. del 31-V-2000 en "D.J.B.A.", 159-19; Ac. 74.729, sent. del 21-XI-2001; Ac. 81.467, sent. del 5-III-2003).


4. Lo dicho es suficiente, en coincidencia con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, para dar mi voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Negri, Hitters, Genoud, Soria, de Lázzari y Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Roncoroni, votaron la primera cuestión también por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


1. Para resolver como lo hizo, en lo que interesa destacar dado el alcance del recurso articulado, juzgó la alzada, luego de analizar las circunstancias de hecho y la prueba rendida (fs. 1; 32/44 vta.; 45/49 vta.; 50/52; 53; 64/68), que la norma aplicable al caso es el art. 124 de la ley 24.522 y que: "... Aceptado por el apelante el hecho de que el término de tres años debe computarse desde la fecha de la última declaración de quiebra [...] fue ejercido en forma temporánea por la Sindicatura, órgano representativo de los acreedores..." (ver fs. 107 vta./108).


Analizó, también, los efectos que produjo el concordato resolutorio arribado en la quiebra anterior respecto de la constitución del derecho real de garantía hipotecaria en segundo grado, con asiento sobre un inmueble que registraba la hipoteca en beneficio del "Nuevo Banco de Azul S.A." y, luego de distintas consideraciones referidas a la aplicación al caso de la ley anterior o la vigente, concluyó que "... si se entendiera que lo plasmado en el acuerdo tiene efectos convalidantes del privilegio que gozaban las acreencias y que debe aplicarse lo normado por el art. 55 de la ley 24.522 respecto de aquéllas que hubieran quedado comprendidas en el mismo, válido es aclarar que ese efecto [...] tampoco serviría para asegurar la subsistencia de la preferencia que el Banco pretende defender..." (ver fs. 111/111 vta.).


Por último, en base a los distintos elementos de prueba obrantes en autos, analizó si procedía la declaración de ineficacia del privilegio que ostentaba el ahora "Nuevo Banco Industrial de Azul S.A.", para concluir que lo manifestado por el propio acreedor, al promover el incidente de impugnación relativo a la autorización de un descubierto mayor, comprensivo del importe del mutuo que llegaba al 30 de diciembre de 1992 con un saldo de $á545.194,98, cuando se había acreditado $ 400.000,00 del préstamo en cuestión, unido a la afirmación de que el saldo deudor quedaba reducido a $ 52.493,00, "... no hace más que confirmar las razones que sirven de fundamento a la opinión de la Sindicatura, vertida en su informe del art. 35 al expresar que 'no hubo tal préstamo, sino que se produjo una novación y el pase de la cuenta corriente a crédito instrumentado en pagaré y así dotarlo de garantía hipotecaria' (ver fs. 2189 expte. principal, fs. 7 del presente), y cuando en el citado incidente de impugnación, al responder a la incidentista señala que las sumas de dinero de los supuestos créditos hipotecarios 'nunca ingresaron efectivamente en las arcas de la fallida' (ver fs. 18/18 vta. del referido incidente) [...] Por otra parte, dicho argumento se contrapone a su vez con lo que el mismo Banco expresa en otro pasaje del escrito presentado al deducir la mentada impugnación, donde refiere que los fondos provenientes de los mutuos hipotecarios fueron presumiblemente destinados por Azcona para cubrir deudas de terceros (ver fs. 13 vta.), invocación que debió ir acompañada de la prueba que justificara la entrega de dichos fondos..." (v. fs. 110/114 vta.).


2. Contra este pronunciamiento el acreedor hipotecario interpone recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley. Denuncia absurdo y violación de los arts. 118 inc. 3 y 124 de la ley 24.522; 993, 994 y 995 del Código de Comercio.


3. No comparto el dictamen del señor Subprocurador General. Encuentro razón en la impugnación del quejoso. Por ende, el recurso debe prosperar.


a) Comienzo por reseñar que se trata de un proceso concursal liquidativo que, originariamente, se inició como quiebra directa a pedido de acreedor (ver fs. 1/6). El concursado logró convertirlo en concurso preventivo al lograr que la junta de acreedores aprobara el acuerdo resolutorio propuesto, el que fue luego homologado por el juez (ver fs. 27/44 vta.). A pedido del concursado se decretó a la postre la quiebra indirecta (ver fs. 45/52). Esta sentencia es de fecha 18 de setiembre de 1995 (ver fs. 50). El 25 de mayo de 1998 el Síndico peticionó la declaración de ineficacia concursal con fundamento en el art. 118 inc. 3 de la ley 24.522 (ver fs. 53/53 vta.). El 20 de mayo de 1998 el acreedor contestó espontáneamente el traslado del pedido formulado por el Síndico (ver fs. 56/62 vta.). El 29 de agosto de 2000 el juez declaró la ineficacia de pleno de derecho (ver fs. 64/68), resolución que fue apelada (ver fs. 73/82) y confirmada por la alzada (ver fs. 105/116 vta.).


b) Denuncia el recurrente la violación del art. 124 de la ley 24.522, norma que establece un plazo de caducidad de tres años contados desde la fecha de la sentencia de quiebra con relación a distintos supuestos. Uno de ellos es, precisamente, la declaración de ineficacia de pleno derecho que autoriza el art. 118 del mismo plexo legal.


Siendo claro que el precepto en cuestión incorpora como circunstancia general (contenido dogmático normativo), un "plazo de caducidad", no puede juzgarse que la petición de la sindicatura formalizada en este proceso en tiempo útil, es decir, antes de que se arribara al término del citado plazo, ha sido suficiente y que ella tiene idoneidad para interrumpir o suspender el curso del mismo. Precisamente, distínguese la "prescripción" de la "caducidad", en que el curso del plazo con relación a ésta última no es susceptible de ser alterado. Es que la caducidad ‑como bien la define un jurista hispano- "significa que algo -generalmente una facultad o un llamado derecho potestativo, tendientes a modificar una situación jurídica- nace con un plazo de vida, y que, pasado éste, se extingue. Se trata pues, de que la facultad o el derecho que sea es de duración limitada. La prescripción significa, no que algo nazca con un plazo de vida, sino que, si durante determinado tiempo está inactivo, no se puede luego imponer. Se trata, pues, de lo que sea, si bien es de duración ilimitada sólo sigue siendo exigible si no se le deja en desuso. (...) En el caso de la caducidad, el tiempo cuenta necesariamente desde el nacimiento; en el de prescripción, desde que hay inactividad del derecho, y, por eso, si después de nacer se le ejercita, el tiempo se cuenta desde que la inactividad cesa. El plazo de caducidad no admite, pues, interrupción" (Albadalejo, M, Derecho Civil, Ed. J. Bosch, 14ª ed., 1996, Barcelona, tomo I, vol. 2º, pág. 506). Y en nuestro caso, bueno es recordar, dicho plazo de caducidad se cuenta "desde la fecha de la sentencia de quiebra" (art. 124, ley 24.522).


En otras palabras, mientras el juez de grado se abstuvo de emitir el pronunciamiento que correspondía a la vicisitud procesal suscitada a instancia de la sindicatura (arts. 274, párrafo primero, 278 y cc., ley 24.522; 34, inc. 3, "b", C.P.C.C.), el plazo de caducidad seguía su curso. Tampoco la sindicatura, peticionante de la declaración de ineficacia, instó el dictado en tiempo útil de la resolución que definiera la suerte de la pretendida prioridad sustentada en el derecho real de garantía (art. 254 y cc., ley 24.522).


El art. 124 se refiere a la declaración judicial de caducidad porque se trata de los supuestos típicos del art. 118, respecto de los cuales corresponde el pronunciamiento judicial de pleno derecho, esto es sin sustanciación. La existencia de un acto susceptible de ser declarado ineficaz puede llegar a conocimiento del juez por informe recibido del Síndico o por otro medio. En cualquier caso el juez tiene el deber, reitero, sin sustanciación, de declarar la ineficacia concursal (arts. 273, in fine y 274, ley 24.522). Para la declaración de ineficacia del art. 118 no se requiere una petición concreta. Los acreedores no se encuentran legitimados para requerirla y el Síndico sólo debe informar al juez la existencia de un acto subsumible en algunos de los incisos de la norma en cuestión.


El art. 124 discrimina distintos supuestos en orden al plazo de caducidad que establece y que es de tres años. La norma se refiere a la "declaración" judicial de ineficacia, la que debe ser dictada antes de que opere el plazo de caducidad. Inexplicablemente, el Síndico pone en conocimiento del juez la existencia de un acto susceptible de ser declarado ineficaz de pleno derecho en curso del año 1998, declaración que habiendo debido ser dictada respetando los plazos procesales (arts. 273, 274 y cc., ley 24.522), recién tuvo lugar el 29 de agosto de 2000. Ni el Síndico, ni los acreedores, por cierto interesados en la declaración, advirtieron al juez, pudiendo haberlo hecho. Bastaba que se le advirtiera al juez el curso inexorable del plazo previsto en el art. 124. 


Lo dicho hasta aquí es suficiente para el éxito del recurso articulado y me releva de tratar las otras cuestiones imbricadas en la pieza recursiva.


En consecuencia, si este voto es compartido por mis distinguidos colegas, deberá revocarse el fallo del a quo en tanto que se configura la violación legal denunciada (art. 279, C.P.C.C.), debiendo devolverse las actuaciones a fin de que, integrado como corresponda, dicte un nuevo pronunciamiento con sujeción a lo que aquí se decide.


Voto pues por la afirmativa. 


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


I. En coincidencia con el dictamen del señor Subprocurador General, considero que el recurso interpuesto no puede prosperar.


Alega el recurrente violación al art. 124 de la ley 24.522, que establece entre otros supuestos, que la declaración de ineficacia concursal con fundamento en el art. 118 de la misma normativa, caduca a los tres años contados desde la fecha de la sentencia de quiebra.


En este caso, tal como juzgó la Cámara, está aceptado por el aquí recurrente, el hecho de que el término de tres años debe computarse desde la fecha de la sentencia de quiebra indirecta, que se dictó por incumplimiento de acuerdo resolutorio, de fecha 18 de setiembre de 1995 -(fs. 50/52)-.


No obstante que la norma del art. 118 de la Ley de Quiebras, autoriza al juez a pronunciarse por la ineficacia sin necesidad de petición expresa, en este caso, el Síndico requirió en tiempo oportuno esta declaración y de este pedido se efectuó el pertinente traslado al acreedor. Este también contestó dentro del tiempo útil de pronunciamiento.


Finalmente, el juez resolvió favorablemente la petición, el día 29 de agosto de 2000, esta resolución fue apelada y confirmada por el tribunal a quo. 


En mi opinión, el art. 124 de la ley 24.522 se limita a fijar, tal como lo expresa la doctrina el plazo de ejercicio dentro del cual debe declararse la ineficacia. Impone un límite temporal a la actuación de oficio del juez, pero de allí, no puede derivarse, -como lo intenta el recurrente- que habiendo mediado petición expresa tendiente a obtener la declaración de ineficacia dentro del plazo de tres años, no pueda ésta dictarse si el plazo ha vencido, durante la tramitación del proceso.


La demora del juez no puede provocar la pérdida de derecho que asiste a los acreedores protegidos por la ineficacia impuesta en el art. 118 de la ley 24.522. 


Hacer recaer sobre éstos los efectos de tal situación configura un exceso incompatible con los fines que la ley tuvo en mira al regular el instituto de la caducidad y los fines del sistema de las ineficacias concursales de pleno derecho, cual es claramente la de preservar el activo concursal y evitar la figura del fraude.


Por lo tanto, juzgo razonable que la petición del acreedor, sirva de punto de referencia para el cómputo del término, atento el fundamento del instituto, tal como lo manifiesta el tribunal a quo.


II. Respecto al cuestionamiento referido a que en autos no se verifican los presupuestos sustanciales para aplicar la sanción de inoponibilidad establecida en el art. 118 inc. 3 de la ley citada, entiendo que el a quo no ha hecho más que actuar sus facultades, respecto de típicas cuestiones de hecho, como son las de determinar si en el caso concurrieron los presupuestos fácticos para la declaración de ineficacia de la constitución de hipoteca, respecto de una obligación no vencida que originariamente no tenía esa garantía.


Es sabido que constituye una típica cuestión de hecho establecer si en un caso concurren o no las circunstancias fácticas constitutivas de elementos o presupuestos que han de dar lugar a la aplicación de una norma o precepto (conf. Ac. 33.496, sent. del 10-IX-1985 en "Acuerdos y Sentencias", 1985-II-565; Ac. 38.659, sent. del 6-XII-1988 en "Acuerdos y Sentencias", 1988-IV-486; Ac. 40.087, sent. del 28-II-1989 en "Jurisprudencia Argentina", 1990-I-327; Ac. 51.072, sent. del 1-XI-1994 en "Acuerdos y Sentencias", 1994-IV-124; Ac. 69.458, sent. del 17-XI-1999; Ac. 67.066, sent. del 18-IV-2001; Ac. 72.124, sent. del 19-II-2002) y por tanto, ajena a esta instancia extraordinaria, salvo supuesto de absurdo (conf. Ac. 33.458, sent. del 31-VIII-1984; Ac. 40.108, sent. del 6-XII-1988 en "Acuerdos y Sentencias", 1988-IV-505; Ac. 43.447, sent. del 23-VII-1991 en "Acuerdos y Sentencias", 1991-II-553; Ac. 50.607, sent. del 17-XI-1992; Ac. 57.975, sent. del 10-VI-1997).


Y si bien el recurrente denuncia absurdo, no logra demostrarlo, como era su carga.


El absurdo debe ser fehacientemente demostrado por quien pretende controvertir en esta instancia extraordinaria conclusiones sobre cuestiones de hecho. Y esa acreditación no se logra con sólo manifestar su desacuerdo, paralelando opiniones; es necesario evidenciar que lo concluido es el producto de un error grave y ostensible que ha derivado en afirmaciones incongruentes o contradictorias con las constancias objetivas de la causa (conf. Ac. 40.600, sent. del 28-III-1989; Ac. 75.777, sent. del 13-VI-2001 en "D.J.B.A.", 161-67; Ac. 79.289, sent. del 19-II-2002).


III. Por lo expuesto y lo dictaminado por la Procuración General, voto por la negativa.


El señor Juez doctor Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votó la segunda cuestión también por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


He de adherir íntegramente a lo sostenido en su voto por el doctor Roncoroni por compartir sus fundamentos y por los propios que, en forma breve, seguidamente expreso:


El art. 118 dispone que la declaración de ineficacia se pronuncia sin necesidad de acción o petición expresa y sin tramitación, considerando en su inc. 3 como acto ineficaz de pleno derecho, a la constitución de hipoteca ... respecto de obligación no vencida que originariamente no tenía esa garantía. A su vez, el art. 124 de la ley 24.522 dispone que la declaración (digo, de ineficacia) prevista en aquél caduca a los tres años contados desde la fecha de la sentencia de quiebra.


Me permito reproducir, en lo pertinente, las citadas normas, con el fin único de hacer conocer que, según mi criterio, de ningún otro modo puede resolverse la situación planteada, pues si la declaración caduca a los tres años (véase que la norma habla de declaración sin hacer mención a petición alguna) va de suyo que la declarada después hubo de pronunciarse en instancia caduca. Y siendo caducidad, en principio, al plazo no lo interrumpe ni suspende circunstancia alguna, como bien señala el distinguido colega doctor Roncoroni. Y digo en principio en la eventualidad del devenir circunstancias extraordinarias que imposibiliten en esa instancia (y antes del vencimiento del plazo) declararse la ineficacia. Tal sería, vgr., la falta de firmeza de la fecha de cesación de pagos, pues si ésta se desconoce mal puede siquiera hablarse de actos ineficaces (aún de pleno derecho). Pero tampoco encuentro circunstancias del estilo que me hagan desentenderme de las claras premisas del art. 124, pues -vale recordarlo- la fecha de cesación de pagos en los autos que nos ocupan fue fijada por la alzada en el día 30 de noviembre de 1992.


Es por todo ello que voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo: 


Adhiero al voto de mi colega el doctor Negri en el mismo sentido y por los mismos fundamentos.


Más creo necesario apuntar algunas cuestiones que entiendo relevantes. 


I. Se requiere aquí una necesaria y contextualizada interpretación del art. 124 de la ley 24.522, dotándolo de un sentido acorde a las particulares exigencias procesales de la ley referida y haciendo base en el principio de que una norma jurídica sólo puede ser aplicada, entre otros requisitos de interpretación, cuando cuenta con una coherencia sistemática en relación a las otras normas con las cuales convive. 


Este criterio se aplica también al hecho de que la interpretación de determinado texto debe ser efectuada sin obviar las otras normas a las cuales el mismo hace directa referencia.


El art. 124 de la ley 24.522 establece los "plazos de ejercicio", tal cual reza su título, para que se realicen distintos tipos de actos, diferentes unos de otros desde el carácter entitativo de los mismos. Es decir, aborda una casuística y le aplica un plazo idéntico para cada una de las situaciones involucradas. Esto no necesariamente implica que ese plazo idéntico, sea interpretado como común a todas ellas.


El primer caso en que rige el plazo de caducidad de tres años es el de la declaración prevista en el art. 118 de la ley. Entonces se impone interpretar qué modalidad de declaración de ineficacia es la que comprende dicho art. 118. Precisamente ese tipo de declaraciones de ineficacia son las que permiten ser pronunciadas de oficio "sin necesidad de acción o petición expresa y sin tramitación". Es decir que el art. 124 impone una valla temporal al juez para que actúe de oficio tal cual reza el art. 118.


Simplemente el caso de autos escapa a tal situación fáctica. Aquí no se ventila el caso de una actuación de oficio "sin petición expresa y sin tramitación". Por el contrario el juez ha actuado en virtud de petición expresa de una de las partes frente a la cual ha sustanciado un incidente con su correspondiente traslado a la contraparte. Por ello entiendo que la situación que se ventila en autos escapa a la imposición del plazo que se le impone al juez para resolver de oficio una ineficacia concursal de las previstas en el art. 118 de la ley. 


De ese modo la lógica del artículo se explica estableciendo como límite temporal para que el juez declare de oficio una ineficacia, un plazo idéntico al que tienen las partes para solicitar análoga pretensión, es decir tiene el sentido de no otorgar al juez un plazo mayor al que tienen las partes para instar una acción en el mismo sentido. 


Interpretar en sentido contrario llevaría a algunas situaciones de absurdo, verbigracia si una parte solicitara en las últimas horas del plazo otorgado por la ley que el juez declare una ineficacia de pleno derecho, quedándole al órgano jurisdiccional -de seguir tal criterio- solo algunas horas o minutos para tomar conocimiento de la situación, dar traslado de lo peticionado a quien corresponda y resolver en definitiva. 


Concluyendo, la interpretación que creo correcta es aquella que permite entender que el plazo de tres años para la primera de las situaciones abordadas por el artículo citado está referida específicamente a aquella declaración de ineficacia concursal que ha sido dictada de oficio. Situación ajena al caso.


II. Debo destacar también que no escapa a mi conocimiento el agravio del recurrente referido al requisito de deuda no vencida y por ello a la violación del art. 118 de la ley 24.522, pero entiendo que no debe ser abordado pues se encuentra preterido. Ello en virtud de que la Cámara interviniente sostuvo la insuficiencia de la expresión de agravios en lo relativo a este punto con cita del art. 260 del Código Procesal Civil y Comercial. Tal conclusión de la Cámara no ha merecido ataque por parte del hoy recurrente, con lo cual lisa y llanamente se reitera en este sentido la falencia técnica observada en la instancia inferior y con ello ha adquirido firmeza lo decidido a este respecto por el a quo.


Por lo expuesto voto por la negativa.


El señor Juez doctor Soria, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó la segunda cuestión también por la negativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votó la segunda cuestión también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, por mayoría respecto del de inaplicabilidad de ley, se rechazan los recursos extraordinarios interpuestos; con costas (arts. 289 y 298, C.P.C.C.).


El depósito previo de $ 2500, efectuado a fs. 119, queda perdido para el recurrente (art. 294, C.P.C.C.), debiendo el tribunal dar cumplimiento a lo dispuesto por los arts. 6 y 7 de la Resolución 425/2002 (texto Resol. 870/2002).


Notifíquese y devuélvase.
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